Carátula 
(Ingresan a Sala los representantes del Congreso Nacional de Ediles) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el agrado de recibir a los 
representantes del Congreso Nacional de Ediles. Desde ya les pedimos disculpas porque, como ustedes comprenderán, estamos 
en época de campaña política y hoy serán escuchados por esta especie de subcomisión de audiencias que hemos implementado. 
No obstante, todos sus planteos serán leídos por los miembros de la Comisión, quienes recibirán la versión taquigráfica de la 
reunión de hoy. 


Recibimos pues, al señor Brugman, edil por el departamento de Colonia, y al señor Juan Ripoll, edil por el departamento de 
Canelones, que proviene de una ciudad más populosa e importante que la capital. 


SEÑOR BRUGMAN.- Sin ninguna duda, la capital moral de Canelones. 


Por nuestra parte, también tenemos que pedir disculpas a los señores Senadores por lo siguiente. Soy Vicepresidente de la Mesa y 
les informo que nosotros trabajamos con Comisiones Asesoras. En este caso, la concurrencia había sido pedida desde hace mucho 
tiempo, pero a nosotros también nos tiene un poco "enganchados" la campaña electoral. La verdad es que esperábamos contar con 
la presencia de algún compañero de la otra Comisión, pero parece que no fue posible. 


Por su parte, el edil Ripoll concurre en nombre de la Comisión de Recursos Extraordinarios, que estudia toda la problemática 
acerca de cómo mejorar los recursos en los gobiernos municipales. Uno de los temas importantes que se estaba manejando en ese 
ámbito era el relativo al presupuesto. Según tenemos entendido, se estaba estudiando un proyecto de tutela de los presupuestos. 
Por ese motivo, me gustaría ceder el uso de la palabra al compañero Ripoll, quien está más empapado del tema. 


SEÑOR RIPOLL.- En nombre del Congreso Nacional de Ediles, agradezco a la Comisión que nos haya dado la posibilidad de 
clarificar este proyecto de ley que tiene que ver nada más ni nada menos que con la tutela de los presupuestos de los legislativos 
departamentales. 


No hemos venido a cuestionar ninguna acción ni gestión en particular, ni a tratar de imponer ideas, sino que hemos concurrido con 
la intención de lograr que los legislativos comunales, más allá de los partidos y de los gobernantes circunstanciales que la 
ciudadanía ponga a su frente, tengan la protección de la ley, aspecto en el que hoy en día nos encontramos desguarnecidos. 


No existe democracia sin la posibilidad de ejercerla. Por eso, cuando un legislativo tiene una indefensión tan brutal como la que 
enfrentan las juntas departamentales con relación a su funcionamiento económico -en tanto no son recaudadoras, como no lo es el 
Parlamento Nacional, y dependen solamente de la voluntad del Poder Ejecutivo de enviar las partidas de dinero- en muchas 
oportunidades ve recortada su posibilidad de ejercer las funciones para las cuales ha sido mandatado por la Constitución de la 
República, es decir, ejercer el contralor y legislar. 


En el Código Tributario existen algunas normas que posibilitan que un acreedor encamine su reclamo si no puede cobrar a un 
organismo estatal. Sin embargo, en ámbitos jurídicos se discute si es posible que una Junta Departamental pueda utilizar dicho 
mecanismo. En muchas oportunidades nos encontramos ante mandatarios que pueden cortar el funcionamiento de las Juntas 
mediante el no envío de las partidas. Ha habido situaciones particulares a las que no vamos a referirnos porque el Senado no 
legisla sobre situaciones concretas, sino para la profundización y el respaldo a las instituciones democráticas para que, una vez 
aprobado el presupuesto, ellas cuenten con los imprescindibles recursos. En caso de que no cuenten con ellos, es deseable que 
tengan, por lo menos, la misma posibilidad que cualquier acreedor privado de lograr los recursos, mediante un mecanismo jurídico, 
a través del embargo de partidas del Gobierno Central que luego son volcadas a la organización Junta Departamental —en este 
caso- como institución democrática representativa del pueblo uruguayo. 


En consecuencia, lo que estamos solicitando de esta Comisión del Senado y del Parlamento Nacional es que se apruebe una ley 
que permita que en cualquier circunstancia un órgano legislativo -que al igual que el Parlamento, salvando las distancias, necesita 
dinero para funcionar- disponga de sus recursos, ya que si no puede funcionar, no puede controlar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa da la bienvenida a los invitados que acaban de llegar y aclara que si bien esta subcomisión es 
unipersonal en virtud de que nos encontramos en año electoral, la versión taquigráfica de lo expresado en Sala se hará llegar a los 
demás integrantes de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


Quiero preguntar al señor Ripoll si ese proyecto de ley lo elaboró el Congreso de Ediles, la Comisión del Congreso de Ediles. 
Quiero saber quién lo elaboró y dónde está porque el que tengo en mi poder —que me lo facilitó el Secretario- no es al que se 
refiere el señor Ripoll que tiene que ver con la posibilidad de accionar contra el ejecutivo comunal a los efectos de que le pasen la 
partida que corresponde al presupuesto de cada Junta. 


SEÑOR RIPOLL.- Este proyecto fue elaborado por la Junta Departamental de Rocha y, posteriormente, fue aprobado en casi todas 
las Juntas Departamentales. También fue aprobado por el Congreso Nacional de Ediles que solicitó a las Comisiones de 
Legislación y de Recursos y Presupuesto que siguiera de cerca el trámite a los efectos de impulsarlo. 


SEÑOR BONNAHON.- Todos sabemos las dificultades que tuvo Rocha cuando la Junta Departamental debió cerrar sus puertas 
porque no tenía dinero para trabajar. Este proyecto de ley se presentó a finales del año 2002 y principios del 2003 y, como bien dijo 
el señor Ripoll, primero fue ratificado por todas las Juntas Departamentales y, después, por el Congreso. Nosotros no le hicimos 
ningún tipo de modificación pero sí queremos saber —más que nada desde el punto de vista político- cuál es la ubicación de este 
proyecto, qué tratamiento se está llevando adelante y, además, si existe voluntad política para tratarlo. Por esta razón es que 
estamos presentes en esta Comisión representantes de todos los Partidos políticos. Quiero decir que desde el punto de vista 


presupuestal no resiste ningún tipo de análisis que las Juntas Departamentales tienen que tener presupuestos para moverse y, 
muchas veces no depende de éstas porque toma presupuesto, no generándolo por sí mismas. 


En lo que refiere al punto de vista político y para el buen funcionamiento de los Poderes, es evidente que las Juntas 
Departamentales tienen que funcionar. Por lo tanto, venimos a esta Comisión como ediles departamentales —reitero que en 
representación de todos los Partidos- a defender eso. 


A grandes rasgos este es un proyecto de Rocha que fue presentado enseguida de su crisis, es decir, a fines del año 2002 y 
principios del 2003. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que esta Comisión no tiene el proyecto en sus registros y, para dar estado parlamentario a una 
iniciativa ya sea elaborada por el Congreso o la Junta de Ediles, necesita que un Legislador o el propio Poder Ejecutivo lo presente. 
Entonces, vamos a rastrear esto ya que ustedes nos alertan de su existencia y de la importancia que tiene —quien habla valora esto 
dado que pertenecí a una Junta Departamental por el término de quince años- por lo que vamos a tratar de ubicarlo. 


SEÑOR SPAGNOLO.- Voy a referirme al segundo tema que tenemos que considerar relativo a la Ley de Trabajo, de la Comisión 
Departamental de Trabajo. 


Aclaro que soy coordinador de la Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles y, a su vez, integro la Comisión 
Departamental de Trabajo de la ciudad de Treinta y Tres. 


Hace alrededor de un año se trabajó sobre un proyecto de modificación de dicha ley. Debido a que esta ley es del año 1946, 
actualmente, existen muchos mecanismos por los que creemos se pueden obviar o saltear las Juntas Departamentales de Trabajo. 


Fíjese, señor Senador, que en lo que llevamos de este Período sólo hemos otorgado esta oportunidad a obreros dos o tres veces y, 
por lo general, por intermedio de la Intendencia; me refiero a los sorteos en base a la Ley Departamental de Trabajo. Esto significa 
que se ha hecho uso de esa ley solamente en muy pocas oportunidades. Por lo general, se excusan diciendo que no necesitan 
peones, sino obreros especializados. Entonces, por ese lado es que zafan de la Ley Departamental de Trabajo. En este sentido, 
creemos que el Estado —a través de los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y las Intendencias- que hace un montón 
de licitaciones, por un lado o por otro escapa a la Ley Departamental de Trabajo. 


En definitiva, pensamos que dicha ley es muy importante, ya que los obreros son nombrados por sorteo —que entendemos es la 
manera más justa- y no a través de una lista de personal por medio de la que pueden ser tomados o no, y que urge su modificación 
para ese tipo de situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera formular una pregunta. 


Como representantes del Congreso de Ediles, ¿tienen conocimiento de si en las distintas Juntas Departamentales existe la 
Comisión Departamental de Trabajo? 


SEÑOR SPAGNOLO.- Están conformadas en casi todos los departamentos. Ahora bien, que estén funcionando es otra cosa. 
Normalmente funcionan —y lo sé porque la integro- por el motivo que mencioné, es decir, porque la Intendencia varias veces ha 
hecho uso de la Ley Departamental de Trabajo, y en determinadas oportunidades alguna empresa. De todas maneras, repito, en 
todo lo que va de este Período a lo sumo tres veces se ha hecho uso de esa ley. 


SEÑOR BRUGMAN.- El tema es que estamos en una encrucijada por si se lee la ley y se intenta aplicar parecería que tiene un fin 
muy bueno, pero el problema es que en la práctica no funciona por varios motivos. Incluso, en la mayoría de los pliegos de las 
licitaciones de los organismos del Estado, llámese CODICEN, Puerto o cualquier otra dependencia del Estado de distinta índole, no 
se establece que se debe cumplir con esta ley. Entonces, como ello no está especificado en el pliego, se dice que la empresa no 
tendría la obligación de cumplir con la ley, aunque, a su vez, ésta dice que debería estar. Sin embargo, no hay nadie que haga un 
juicio o se mueva en ese sentido. Entonces, de hecho la ley pasa a no tener sentido. Por ese motivo, se forma una Comisión, la 
gente va con un espíritu de trabajo y sabiendo que se va a realizar, por ejemplo, una obra en el liceo o en la rambla, se mueve en 
ese sentido con una gran expectativa; sin embargo, en la práctica termina sin poder hacer nada, o sea, sin ingresar gente a esos 
puestos de trabajo. De esta manera, se pierde el ánimo y la Comisión pierde un poco el sentido por la cual fue formada. 


Por lo tanto, tenemos una ley que hoy no tendría sentido que estuviese si no la hacemos respetar en los pliegos de licitación, 
obligando a que se cumpla con lo que ella establece. 


SEÑOR SPAGNOLO.- Según mis datos, hay licitaciones en las cuales se aclara que no se va a tomar gente a través de la Ley 
Departamental de Trabajo. No sé cuál es el mecanismo pero, por ejemplo, en nuestro departamento hay una empresa que ganó la 
licitación para realizar una construcción para UTU y en ese pliego lo excusan expresamente de utilizar la Ley Departamental de 
Trabajo. 


O sea que de entrada la quieren esquivar y, realmente, desconozco cuál es el motivo. Sí creo que a partir del momento en que 
existe una ley y un espíritu —que es lo más importante- ya, de entrada, lo estamos falseando. A mi juicio, la única manera posible 
que existe para hacer que esto funcione es que se introduzcan algunas modificaciones a la norma, para que realmente ella tenga 
sentido porque, de lo contrario, tenemos designadas las Comisiones, pero no tienen trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero saber si esas modificaciones existen o ustedes están promoviendo que se hagan. Concretamente, 
consulto sobre si existe algún proyecto de modificación. 


SEÑOR SPAGNOLO..- Tengo entendido que sí existe un proyecto de modificación, lo que sucede es que no sabemos en qué etapa 
se encuentra ni a qué refieren las modificaciones. 


SEÑOR RIPOLL.- En uno de los artículos de la ley hay un problema que es medular. Concretamente, me refiero al que habla de 
mano de obra no especializada. Hoy en día, no se define en forma concreta y específica qué se entiende por "mano de obra no 
especializada", lo cual lleva a que las empresas tomen un peón de primera o de segunda categoría y argumenten de que no tienen 


por qué cumplir con la ley. Esta es una forma de evadirla. En este sentido, quiero decir que hay un proyecto de ley —creo que está 
en el ámbito de la Cámara de Senadores- que modifica ese artículo y la terminología, dando especificidad a la definición de lo que 
es "mano de obra especializada". Simultáneamente, existe un problema operativo con algunas empresas que, teniendo un personal 
contratado en forma casi permanente, con confianza en él y con el que se trasladan desde la capital hacia distintos departamentos, 
aducen que no pueden tomar gente de esos departamentos porque no pueden dejar sin trabajo a dicho personal. Ese es un tema 
que no está comprendido en la ley, pues la normativa dice que se tiene que tratar de un porcentaje muy importante del 
departamento. Fundamentalmente en el interior del país, cuando hay obras de una determinada envergadura, se genera una gran 
expectativa de trabajo, no sólo en un vasto sector de la población, sino también en el comercio. Digo esto, porque el residente de 
Tambores, por ejemplo, no va a gastar lo mismo que el que va a pasar cinco días en ese lugar y vuelve a Montevideo. Todo esto 
genera determinadas expectativas que, al no verse cumplidas, producen una desazón muy grande. Entonces, a favor o en contra, 
sería conveniente —no sé si los tiempos políticos lo permitirán en esta Legislatura- que se derogara la ley o que exista pero se 
aplique, y que se fijen los controles y sanciones que correspondan —que están estipulados en la norma- a los efectos de que la 
misma sea respetada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que lo que obra en poder de esta Comisión es lo que vino aprobado de la Cámara de 
Representantes, que es un proyecto de ley de financiación de las Comisiones de Trabajo Departamentales. Además, hemos visto 
que algo parecido presentó el señor Representante Vener respecto a la sanción a los funcionarios que no apliquen la ley, etcétera. 
Pero, concretamente, sobre las modificaciones a que ustedes hacen referencia, no hemos conseguido antecedente alguno hasta el 
momento, sin perjuicio de que seguiremos trabajando al respecto. 


SEÑOR BRUGMAN.- Estas Comisiones no son específicas de las Juntas Departamentales sino que funcionan en forma paralela. 
Sin embargo, como la ley establece que las Juntas brindarán su apoyo, etcétera, de alguna forma nosotros nos sentimos padrinos 
de estas Comisiones. 


SEÑOR BONNAHON.- Quiero manifestar que la Comisión de Legislación del Congreso Nacional de Ediles elaboró un proyecto de 
reforma que recoge, en gran medida, todas las inquietudes que tienen las Juntas Departamentales. Como bien manifiesta el señor 
Senador, no deberían ser ediles quienes integran las Comisiones Departamentales de Trabajo. Sin embargo, están integradas por 
representantes políticos —por lo que tenemos la misma formación- funcionan en las Juntas Departamentales y, en general, la gente 
se acerca a nosotros a plantearnos estos problemas. Además, cuanto más trabaja la Comisión, más expectativas genera y, 
también, más desazón. 


Lo que queremos es hacerle llegar a la Comisión, a través nuestro, las cosas que hacen falta como, por ejemplo, la ley y el 
correspondiente proyecto de reforma en lo que tiene que ver con la Comisión Departamental de Trabajo y también el proyecto de 
tutelaje de los presupuestos departamentales, a los efectos de tomar conocimiento del tema y que los señores Senadores nos 
indiquen si puede haber alguna expectativa. 


SEÑOR NUÑEZ.- Cuando nuestra Comisión reciba los proyectos mencionados, vamos a estudiar qué trámite parlamentario le 
damos. 


Agradecemos a los ediles que están presentes por los planteos realizados ante esta Comisión. 


(Se retiran de Sala los representantes del Congreso Nacional de Ediles.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


